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Continuamos constatando con suma preo­
cupación que en México persiste una grave
situación de violaciones a los derechos hu­
manos. Torturas. ejecuciones extrajudiciales.
desaparición forzada. detenciones arbitrarias
y cárceles clandestinas. son una realidad que
coexiste con una persistente militarización.
Los órganos de las Naciones Unidas y de la
OEA han podido constatar tales violaciones y
la falta de respuesta efectiva a las recomen­
daciones que se han realizado.

Las reformas penales que facultan al Mi­
nisterio Público para realizar detenciones sin
orden de aprehensión; para intervenir las co­
municaciones; para negar el derecho a la liber­
tad bajo fianza; asimismo. la recién creada
Ley Federal contra la Delincuencia Organiza­
da, posibilita el ejercicio de acciones judicia­
les en contra de los defensores de derechos

humanos acusándolos de complicidad o co­
laboración con los delincuentes. Además se
creó la Ley que Establece las Bases para la
Coordinación Nacional de Seguridad Pública.
que permite a los miembros de las Fuerzas
Armadas participar en tareas de policía civil,
violando los artículos 16 y 129 de la Consti­
tución Mexicana y el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos. Manifestamos
nuestra preocupación ante la creación de la
Policía Federal Preventiva. La utilización del
Ejército limita la libertad de tránsito en varios
lugares del país como se observa en las comu­
nidades indígenas de Chiapas, Guerrero, Oaxa­
ca, región Huasteca, entre otros. Provocando
el desplazamiento forzado de alrededor de
16,000 personas, principalmente en Chiapas.
Las denuncias de violaciones graves a los dere­
chos humanos que señalan a militares como
responsables, se han incrementado.

Los conflictos armados que en 1994 se
circunscribían a Chiapas, hoy se han exten-
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dido a otros estados de la República. No se
aprecia en el gobierno una verdadera volun­
tad de negociación y pacificación de los con·
flictos. La impunidad continúa reinando y la
represión se incrementa con carácter selecti­
vo y sistemático.

La persecución política lleva a prisión a
personas a las que se les "fabrica delitos", ocul­
tando de esta manera la existencia de presos
de conciencia. La Limeddh-FIDH cuenta con
más de 334 casos documentados de presos
políticos en México, J en los cuales sus proce­
sos se encuentran plagados de irregularida­
des. Chiapas ocupa el primer lugar con 144
casos, seguido de Oaxaca y Guerrero con 108
Y42 casos respectivamente. La mayoría de
los presos son indígenas, y miembros o sim­
patizantes del Partido de la Revolución Demo­
crática.
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La doctrina Estrada se ha desdibujado en los
últimos tiempos y se ha invocado de mane­
ra incorrecta, limitando de esta manera, la
vigencia plena de los instrumentos interna­
cionales en materia de derechos humanos,
sobre todo en aquellos casos en los que se
puede invocar la fuerza vinculante de los tra­
tados internacionales en la materia.

El diplomático Genaro Estrada Félix, fue
nombrado en 1923, oficial mayor de la Se­
cretaría de Relaciones Exteriores, impulsan­
do la profesionalización del personal del servi­
cio exterior mexicano. Con la invasión de
Estados Unidos a Nicaragua (1926-1927) el
gobierno mexicano manifestó su inconformi­
dad e hizo énfasis en que Nicaragua y cual­
quier pueblo del mundo tenían la libertad para
elegir a sus gobernantes, además que su de­
recho de autodeterminación y no-intervención

era inalienable. Estos principios, se conver­
tirían con el tiempo en una doctrina general
que defendería la soberanía de los pueblos.
Por ello México se reservaría el derecho de
retirar o sostener a sus agentes diplomáticos.
Ésta es la esencia de la Doctrina Estrada. 2

Como podemos observar, los principios
enunciados en la doctrina Estrada sobre la
autodeterminación de los pueblos, no pue­
den ser invocados para descalificar a los orga­
nismos internacionales que hacen observa­
ciones en relación con las violaciones a los
derechos humanos, puesto que México como
Nación Soberana ha tomado la decisión libre
de asumir compromisos internacionales en
materia de protección de derechos, los que
con arreglo al artículo 133 de la Constitución,
se convierten en ley suprema de la nación.

El gobierno mexicano ha manifestado
algunas reticencias frente a importantes cues­
tiones relativas a la protección internacional
de los Derechos Humanos, tanto en el ámbi­
to universal como el regional. Al adoptarse
los Pactos Internacionales sobre Derechos
Humanos en 1966, México no los suscribió.
Esta situación prevaleció por más de 10 años,
incluso cuando los Pactos entraron en vigor. 3

Fue hasta 1981 cuando nuestro país ratificó o
se adhirió, según los casos correspondientes,
a siete importantes instrumentos internacio­
nales:

Convención sobre los Derechos Políticos
de la Mujer (1952);
Convención [nteramericana sobre la Con­
cesión de los Derechos Políticos de la
Mujer (1948);
Convención sobre Asilo Territorial (1954);
Convención Americana sobre Derechos
Humanos (1969);



todavía subsiste el problema de que en algu­
nos Estados de la República Mexicana, no
existen normas para prevenir y castigar esta
oprobiosa práctica 5

La imprescriptibilidad no está contempla­
da en la legislación nacional porque se inter­
preta, erróneamente, como violatoria de las
garantías individuales del procesado. Es claro
que para ser aceptada se requiere modifica­
ciones a las leyes secundarias, como el Códi­
go Penal y el Código de Justicia Militar, po­
niendo acorde la legislación nacional con
arreglo al derecho internacional de los dere­
chos humanos y así poder combatir eficaz­
mente la impunidad en los crímenes de lesa
humanidad.

La grave situación que durante los últimos 5
años se ha presentado, mantiene constante
la acción de las organizaciones no guberna­
mentales y de los órganos de la ONU y la OEA

en relación con las graves violaciones a los
derechos humanos en México, colocando a
nuestro país en la agenda. de alta prioritaria
en la materia.

México ha firmado y ratificado diversos
instrumentos para la protección en materia
de derechos humanos, Jos que de acuerdo con
el artículo 133 constitucional. son ley suprema
de la Nación. La sociedad mexicana ha de­
mandado al gobierno de México que se for­
talezca el marco jurídico en materia de dere­
chos humanos y en concordancia con el Plan
de Acción de Quito,6 se impulsen campañas
por la ratificación y eliminación de las reser-
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Convención sobre la Eliminación de To­
das las Formas de Discriminación contra
la Mujer (1979);
Pacto Internacional de Derechos Econó­
micos, Sociales y Culturales (1966), y
Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos (1966)

Afin de hacer más efectivo el Pacto Inter­
nacional de Derechos Civiles y Políticos, se
decidió elaborar un primer Protocolo Faculta­
tivo, cuyo propósito es permitir a los indivi­
duos que aleguen ser víctimas de violaciones
de este Pacto, que presenten peticiones ante
el Comité de Derechos Humanos de la ONU.

Por otro lado, el 15 de diciembre de 1989,
la Asamblea General de la ONU aprobó el
segundo Protocolo Facultativo del Pacto Inter­
nacional de Derechos Civiles y Políticos, des­
tinado a abolir la pena de muerte.

Hasta junio de 1994, 120 Estados habían
ratificado el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y 127 Esta­
dos el Pacto Internacional de Derechos Civi­
les y Políticos; el primer Protocolo de este
Pacto había sido ratificado por 76 Estados,
mientras que 22 Estados habían ratifjcado el
segundo Protocol0 4

En cuanto a otros instrumentos ínterna­
cionales, el gobierno de México no ha suscri­
to ni se ha adherido a la Convención sobre la
Imprescriptibilidad de los crímenes de Guerra
y de los Crímenes de Lesa Humanidad. Aun­
que México suscribió, en su oportunidad, las
Convenciones en contra de la Tortura, lo cier­
to es que no se acepta todavía el concepto de
imprescriptibilidad que aquella Convención
asume, lo cual nos trae al problema actual de
la impunidad como ocurre en el caso de la
tortura, asunto sobre el cual se han dado ya
algunos avances en materia legislativa, pero



vas a los instrumentos internacionales de dere­
chos humanos. A estos reclamos nuestro go­
bierno ha sido sensible y en los últimos dos
años se han firmado y ratificado diversos ins­
trumentos.

Existen más de SO instrumentos entre
convenciones, pactos y estarutos en materia
de derechos humanos, México es parte de 18
convenciones jurídicamente vinculantes en
materia de derechos humanos,? En sólo cua­
tro años incorporó ocho instrumentos más. Sin
embargo, las reservas y declaraciones inter­
pretativas que el gobierno de México ha formu­
lado, impiden su cabal aplicación.

Debemos de reconocer que el gobier­
no de México ha realizado varios esfuerzos
entre los que se destaca: la presentación de
informes ante los órganos de la ONU y la OEA;

contestación a todas las comunicaciones en
materia de derechos humanos; extender invi­
taciones avarios relatores de la ONU y a la Co­
misión Interamericana de Derechos Huma­
nos; la creación del Sistema no jurisdiccional
para la protección de los derechos humanos
más grande del mundo; la creación de la Co­
misión Interinstitucional para el seguimiento
de las recomendaciones internacionales; la
aceptación de la Competencia contenciosa
de la Corte lnteramericana de Derechos Hu­
manos; y la invitación a la Alta Comisionada
de la ONU para los Derechos Humanos para
que visite nuestro país y brinde cooperación
técnica en derechos humanos.

En los últimos cinco años, diversos orga­
nismos de derechos humanos han acudido a
nuestro país, destacándose, la visita in loco
de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos; el Relator Especial para la Tortura
de la ONU Nigel Rodley; y la Relatora Especial
sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias
o Sumarias de la ONU, AsmaJanhagir, quien en

julio de 1999 visitó nuestro país; además de
cientos de ONG, organizaciones civiles, parla­
mentarios e intelectuales del mundo, quienes
han sufrido la descalificación e incluso la expul­
sión del territorio nacional.

No obstante, estos avances no han sido
suficientes para poder combatir la impunidad
y evitar las graves violaciones a los derechos
humanos.

La competencia contenciosa
de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos

En diciembre de 1998, el Senado de la Repú­
blica aceptó la Competencia Contenciosa de
la Corte Interamericana de Derechos Huma­
nos, esre logro se vio limitado por el estable­
cimiento de una reserva en relación con el
artículo 33 constitucional, sin considerar los
argumentos esgrimidos por diversas ONG, dipu­
tados y senadores que se resumen a conti­
nuación:

En los últimos años, se han incrementa­
do las expulsiones de extranjeros que realizan
labores de observación de derechos humanos
y de cooperación para el desarrollo, principal­
mente en comunidades indígenas.

El abuso de poder de los funcionarios de
la Secretaría de Gobernación cuando expul­
san del país a un extranj~ro sin juicio previo,
en el que no hay Garantías ni Derechos Hu­
manos, muy a pesar de que el Artículo lo. de
la Consritución establece que en México "todo
individuo gozará de las Garantías que otorga
esta Constitución, las cuales no podrán res­
tringirse ni suspenderse sino en los casos y
con las condiciones que ella misma establece".

El artículo 33 de la Constitución es con­
rrario a las disposiciones del Articulo lo. de
la Convención Interamericana de Derechos
Humanos, pues otorga facultad al Ejecutivo



de la Unión para que,"sin necesidad de juicio
previo", abandone el territorio nacional inme­
diatamente, cualquier extranjero "cuya perma­
nencia juzgue inconveniente". Tomando en
cuenta que en ejercicio de la facultad del Go­
bierno de México para la expulsión de extran­
jeros que considere perniciosos, se debe ga­
rantizar el respeto a los derechos del debido
proceso para su aplicación.

Por tales motivos, no existe fundamen­
to suficiente para establecer una reserva que
impida a dicha Corte su competencia conten­
ciosa en asuntos relacionados con el artículo
33 de la Constitución, por lo que debemos
proponer una reforma al artículo 33 constitu­
cional yadaptarlo al espíritu del artículo 13 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos y anular las reservas que México inter­
puso en el momento de firmar el Convenio. Es­
tablecer que el defensor de derechos humanos
no puede ser considerado como un extran­
jero pernicioso.

Las recomendaciones de la ONU y la OEA

Las obligaciones de los estados miembros
de la ONU no se limitan a la consideración fa­
vorable de las recomendaciones de las Nacio­
nes Unidas. También se estima que incluyen
la obligación general de adoptar iniciativas,
conforme a las prioridades y los métodos con­
cretos de cada país, para desarrollar la legis­
lación y las prácticas nacionales en la esfera
de los derechos humanos, incluso en los casos
en que las Naciones Unidas no impanen una
orientación definidas

La Conferencia Mundial contribuye a esos
esfuerzos pidiendo a los Estados que retiren
aquellas reservas que hayan formulado y que
sean contrarias al objetivo y fin de las conven­
ciones. Además del hecho de que tales reser­
vas se consideran incompatibles con el dere-

cho internacional de los derechos humanos
especifico por naturaleza y que entraña dere­
chos y libertades fundamentales en benefi­
cio de las personas además de obligaciones
para los Estados. Las normas de la Conven­
ción de Viena sobre los derechos de los Trata­
dos se deben interpretar teniendo en cuenta
ese carácter específico. El Comité de Derechos
Humanos, creado en virtud del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos, ha pues­
to de relieve últimamente esos elementos al
demostrar la existencia de reglas especiales
para ese tipo de tratado internacional. Ade­
más, la Comisión y la Subcomisión también
han instado constantemente a los Estados a
que demuestren moderación al formular re­
servas o declaraciones9

Las recomendaciones que los órganos de
la ONU y de la OEA han transmitido al gobierno
de México no han tenido una atención efec­
tiva e incluso han sido minimizadas y hasta
descalificadas por el ejecutivo. Sin embargo,
la insistencia de la comunidad internacional
que demanda su cumplimiento han llevado
al ejecutivo a realizar algunas acciones.

De esta manera, el gobierno de México,
creó en 1998, la Comisión Intersecretarial para
el seguimiento de las recomendaciones inter­
nacionales en materia de derechos humanos,
creada en 1998. Dicha Comisión, no sólo debe
de elaborar los informes y-respuestas a las de­
mandas de información que tanto la ONU como
la OEA solicitan a nuestro país. Es necesario
que aprovechando su composición interinsti­
tucional. se convierta en instrumento de puen­
te entre las vÍCrimas, las ONG y las instituciones
para el análisis y vigilancia de las invesrigacio­
nes, así como de la aplicación de las sanciones
a los responsables y de la atención y repara­
ción de daños a las víctimas de las violacio­
nes a los derechos humanos.
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En concordancia con esta visión del Po­
der Ejecutivo, es imperante que el Poder Le­
gislativo se convierta en un órgano de vigilan­
cia y control cada vez más eficaz y conforme
una Comisión del Congreso de la Unión para
el seguimiento de los compromisos de Méxi­
co ante la comunidad internacional de los de­
rechos humanos en concordancia con la Con­
vención de Viena Sobre el Derecho de los
Tratados, aprobada por el Senado el 29 de
diciembre de 1972 Ypublicada en el Diario
Oficial de la Federación el 14 de febrero de
1975; la que establece:

Articulo 26. Pacta Sunt Servanda. Todo tra­
tado en vigor obliga a las partes y debe ser
cumplida por ella de buena fe.

Articulo 27. El derecho interno y la obser­
vancia de los tratados. Una parte no podrá invo­
car las disposiciones de su derecho como
justificación del incumplimiento de un trata­
do. Esta norma se entenderá sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 46.

Artículo 46. Disposiciones de derecho inter­
no concernientes a la competencia para cele­
brar tratados.

1. El hecho de que el consentimiento de un Esta­
do en obligarse por un tratado haya sido mani­
fesrado en violación de una disposición de su
derecho interno concerniente a la competencia
para celebrar tratados no podrá ser alegado por
dicho Estado como vicio de su consentimiento,
a menos que esa violación sea manifestada y
afecte auna norma de importancia fundamen­
tal de su derecho interno.

2. Una violación es manifiesta si resulta objetiva­
mente evidente para cualquier Estado que pro­
cede en la materia conforme a la práctica usual
y de buena fe.

Asimismo, se debe tomar en cuenta la
Ley sobre la Celebración de Tratados, apro­
bada por el Congreso de la Unión de los Esta-

dos Unidos Mexicanos el 21 de diciembre de
1991 y publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 2 de enero de 1992; que ratifi­
ca y se sustenta en el artículo 133 constitu­
cional.

LA PEIMACiA ReLATIVA
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La lucha contra la impunidad y el Estado de
Derecho

La lucha contra la impunidad es una tarea
impostergable dentro del Estado de Derecho.
Apelar a los instrumentos internacionales de
derechos humanos es una necesidad para
romper los círculos de corrupción y tráfico
de influencias que propician la impunidad.

Arnaldo Córdoba afirma:

El abuso del poder, aun cuando lo permi­
ta la norma, no es derecho. De esto po­
demos estar seguros. No sólo anula el
Derecho, como definición del deber ser
en las relaciones sociales, sino la eficacia
misma de la norma como imposición de
deberes y garantía de atribuciones. Hay
ordenamientos jurídicos violadores del
Derecho. No sólo se vjola el Derecho vio­
lando f1agrantemente la norma; se puede
violar a través de la misma norma. Aquí
todavía tenemos que realizar el Derecho,
no sólo cumpliendo, gobernantes y go­
bernados con lo que dice la ley, sino de­
purando la ley para hacerla coherente con
los principios fundamentales del Derecho
ysobre todo, eliminando de raíz las leyes
no escritas que autorizan el abuso de po­
der y la violación del Derecho. Los mexi­
canos estamos todavía muy lejos de haber



aprendido lo que es el verdadero Estado
de Derecho. Lo ilícito casi siempre en la
forma de intereses egoístas o individuales,
se nos sigue imponiendo como norma; la
desigualdad de la ley sigue presente en
todos nuestros ordenamientos; nuestros
gobernantes y funcionarios abusan del
poder, los gobernados siguen indiferen­
tes frente a la misma ley y frente a quie­
nes están encargados de aplicarla; el De­
recho no es Derecho, vale decir, igual para
todos. 10

Sergio Garcia Ramirez afirma:

Las víctimas de los delitos, y la sociedad
en pleno, al observar que los delitos han
quedado impunes, perderán la confian­
za en el método jurídico para la solución
de los conflictos y mirarán con naturali­
dad, si no es que con sim¡Jatía, otra espe­
cie de reacciones. Entonces, peligrará el
Estado de Derecho y habremos retroce­
dido en los hechos todo lo que había­
mos avanzado en las normas. 11

El derecho internacional
de los derechos humanos

Según Héctor Gros EspielY "El Derecho Inter­
nacional de los Derechos Humanos no se con­
funde necesariamente con el Derecho de los
Tratados. Como en todo el Derecho de Gen·
tes, los tratados no son la única fuente del
Derecho Internacional de los Derechos Hu­
manos. Pero en este caso, y sin perjuicio de
la consideración de todas las fuentes a que se
refiere el artículo 38 del Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia, hay que tener en
cuenta, además, dos elementos adicionales.

"Primero que la obligatoriedad universal
y regional del respeto de los Derechos Huma­
nos resulta de la Carta de las Naciones Unidas

-que es cierto que es un tratado multilateral,
pero que 10 es también de la Consritución de
la comunidad Internacional-, de la Declara­
ción Universal de Derechos Humanos y de
la Declaración Americana de Derechos y Debe­
res del Hombre. Estos dos últimos instrumen­
tos no son tratados, no son convenciones
multilaterales, pero su obligatoriedad, hoy in­
discutible, resulta de su carácter declarativo
de obligaciones aceptadas por la comuni­
dad internacional, a los niveles universal y
regional. La idea de que sólo establecen prin­
cipios políticos u obligaciones morales y no
deberes jurídicos, es algo ya obsoleto e ina­
ceptable. Son documentos que cristalizan
una obligatoriedad, emanada de los princi­
pios fundamentales que proclaman y de una
aceptación general y reiterada, que les ha
dado fuerza consuetudinaria, como fuentes
no convencionales de Derecho Internacional.

"Segundo. El carácter de ius cogens, es
decir, de Derecho imperativo, que posee el de­
ber de respetar y garantizar los Derechos Hu­
manos.

"Sin perjuicio de la importancia de las
fuentes convencionales -de los tratados en
materia de Derechos Humanos-, los instru­
mentos de este tipo no agotan el Derecho in­
ternacional relativo a la- cuestión. Con ua­
tados osin ellos, un Esrado, sea parte o no, por
ejemplo, de los Pactos Internacionales de Dere­
chos Humanos, está obligado, ante el Derecho
Internacional, a respetar y garantizar los De­
rechos Humanos.

"Naturalmente, lo que acaba de deClfse
no significa desconocer la utilidad de la exis­
tencia de tratados en esa materia, que pre­
vean y concreten las obligaciones de los Es­
tados respecto de los Derechos Humanos y



que establezcan los mecanismos y sistemas
orgánicos y procesales para su protección y
defensa.

"La protección internacional de los De­
rechos Humanos puede ser de carácter uni­
versal o de carácter regional. Universalismo
y regionalismo no son fórmulas opuestas ni
excluyentes en la materia.

"Por el contrario, como se entiende hoy
unánimemente se complementan. Su nece­
saria armonización y coordinación es un ele­
mento importante para mejorar y ahondar la
protección internacional de los Derechos Hu­
manos. En Europa y en América -yen cierta
forma en África, aunque de una manera aún
embrionaria y Iimitada- la existencia de sis­
temas regionales, de base convencional, de
protección regional, exige e impone su coor­
dinación armónica en el sistema universal de
protección basado en la acción de las Nacio­
nes Unidas.

"Los Derechos Humanos que deben
ser garantizados y protegidos son todos los
Derechos Humanos -de los que son titulares
todos los seres humanos, todas las personas-,
los civiles y los políticos, los económicos,
sociales y culturales y los llamados nuevos
Derechos Humanos, denominados, por algu­
nos, de la tercera generación.

"Todos los Derechos Humanos, que cons­
tituyen una globalidad integral, son interde­
pendientes y se condicionan recíprocamente.

"Los Derechos Humanos constituyen un
valor en sí mismos. Emanación de la dignidad
eminente de todos los seres humanos; su
efectividad, su respeto, su garantía y su pro­
tección no pueden estar subordinados a exi­
gencias políticas ni a imperativos económi­
cos. Afirmar que el respeto de los Derechos

Humanos se ha de dejar para cuando las cri­
sis se superen, para cuando se haya alcanza­
do un determinado grado de cultura y de
estabilidad políticas o para cuando se haya
logrado el desarrollo económico, es inadmi­
sible. Esa intolerable y errónea afirmación
equivale a negar, desconocer y despreciar los
Derechos Humanos, conculcándolos y hallán­
dolos.

"La protección internacional de Derechos
Humanos, sea a nivel universal o a nivel re­
gional, requiere aceptar una idea actual y mo­
derna de lo que es la soberanía y de lo que
significa hoy el dominio reservado y la no
intervención."

La integralidad de los derechos humanos

La agenda internacional de los derechos hu­
manos ha incorporado, dentro del Nuevo
Orden Económico Internacional y la promo­
ción de los derechos humanos, la necesidad
de establecer un enfoque amplio de los dere­
chos humanos y de fortalecer los derechos
económicos, sociales y culturales e impulsar
estrategias para la realización de estos dere­
chos.1 3

La Federación Internacional de Derechos
Humanos, FIDH, al igual que varias ONG inter­
nacionales, han incorporado a sus tareas prio­
ritarias la generación de_ mecanismos para
hacer justiciables los derechos económicos,
sociales y culturales, DESC. Maribel Wolf, de
Terre des Hommes, cita a Alirio Uribe, abo­
gado colombiano, quien es uno de los Vice­
presidentes de la FIDH abogado impulsor en
América Latina de los DESC a los que concibe
como derechos verdaderos, exigibles, ciertos,
indiscutibles y, por lo tanto, justiciables. Se
trata de demostrar cómo se puede presentar
la norma reconocida de "progresividad" que
le resta una exigibilidad inmediata avanzan-



do el argumento de la existencia indiscutible
del núcleo esencial, absoluto o intangible yexi­
gible en todo tiempo y lugar. 14

LA VISITA DE M!\fW ROBINSON.
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Ante la próxima visita de Mary Robínson a
México programada para finales de noviem­
bre de 1999, es de suma importancia cono­
cer bien el mandato, la estructura, y funcio­
namiento del Alto Comisionado y poder
favorecer que su agenda de trabajo sea 10
más productiva para los derechos humanos
en México.

El Alto Comisionado para los Derechos
Humanos es el funcionario de las Naciones
Unidas con la responsabilidad principal res­
pecto de las actividades de la Organización
en materia de derechos humanos. Actúa bajo
la dirección y la autoridad del Secretario Ge­
neral, dentro del marco general de competen­
cias, autoridad y decisiones de la Asamblea
General, el Consejo Económico y Social y la
Comisión de Derechos Humanos. Es nom­
brado por el Secretario General de las Nacio­
nes Unidas con la aprobación de la Asamblea
General, teniendo debidamente en cuenta la
rotación geográfica, y tiene un mandato fijo
de cuatro años renovable por otro mandato
fijo del mismo periodo.

En su resolución 48/141, la Asamblea
General especificó las responsabilidades del
Alto Comisionado. Éstas incluyen:

Promover y proteger el disfrute efecti­
vo de todos los derechos civiles, cultura­
les, económicos, políticos y sociales por
todos; proporcionar servicios de aseso-
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ramiento yasistencia técnica y financiera,
a petición del Estado interesado; coordi­
nar los programas pertinentes de educa­
ción e información pública de las Nacio­
nes Unidas en la esfera de los derechos
humanos; desempeñar un papel acti­
vo en la tarea de eliminar los actuales
obstáculos y de hacer frente a los de­
safíos para la plena realización de todos
los derechos humanos y de prevenir la
persistencia de violaciones de los dere­
chos humanos en todo el mundo; en­
tablar un diálogo con todos los gobiernos
en ejercicio de su mandato con miras a
asegurar el respeto de todos los dere­
chos humanos; ampliar la cooperación
internacional para la protección y la pro­
moción de todos los derechos humanos;
coordinar las actividades de promoción
y protección de los derechos humanos
en todo el sistema de las Naciones
Unidas; racionalizar, adaptar, fortalecer
y simplificar los mecanismos de las
Naciones Unidas en la esfera de los de­
rechos humanos con miras a aumentar
su eficiencia y eficacia Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas
para los Derechos Humanos.
La misión del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Hu­
manos es promover el disfrute universal
de todos los derechos humanos dando
manifestación práctica a la voluntad y la
determinación de la comunidad mundial
expresada por las Naciones Unidas.

Mandato

El mandato de la Oficina del Alto Comisiona­
do de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos dimana de los artículos 1, 13 Y55



de la Carta de las Naciones Unidas; de la De­
claración y el Programa de Acción de Viena,
y de la resolución 48/141, del 20 de diciembre
de [993, en que la Asamblea estableció el
puesto de Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos. De acuer­
do con el programa de reforma de las Nacio­
nes Unidas (A/51/950, párr. 79), desde el 15
de septiembre 1997 la Oficina del Alto Comi­
sionado de las Naciones Unidas para los De­
rechos Humanos y el Centro de Derechos
Humanos han pasado a ser una sola depen­
dencia denominada Oficina del Alto Comisio­
nado de las l\Jaciones Unidas para los Dere­
chos Humanos.

Funciones y organización

La Oficina del Alto Comisionado para los
Derechos Humanos:

a) Promueve el disfrute universal de todos los de­
recho:; humanos llevando a la práctica la
voluntad y la determinación de la comunidad
mundial expresadas por las Naciones Unidas;

b) Desempeña un papel de dirección en la esfera
de los derechos humanos y realza la importan­
cia de los derechos humanos a nivel internacio­
nal y nacional;

e) Promueve la cooperación internacional en favor
de los derechos humanos;

d) Estimula y coordina las actividades en favor
de los derechos humanos en todo el sistema de
las Naciones Unidas;

e) Promueve la ratificación y la aplicación univer­
sales de las normas internacionales;

f) Contribuye a la preparación de nuevas normas;
g) Presta apoyo a los órganos de derechos huma­

nos y a los órganos de supervisión de tratados;
h) Reacciona ante las violaciones graves de los

derechos humanos;
i) Adopta medidas preventivas en materia de

derechos humanos;
j) Promueve la creación de infraestructuras nacio­

nales en favor de los derechos humanos;

k) Lleva a cabo actividades y operaciones en el
ámbito de los derechos humanos;

l) Difunde conocimientos y presta servicios con­
sultivos de información y asistencia técnica so­
bre derechos humanos.

La Oficina del Alto Comisionado para los
Derechos Humanos está dividida en varias
dependencias orgánicas. La Oficina está a
cargo de un Alto Comisionado que tiene ca­
tegoría de Secretario General Adjunto. El Alto
Comisionado y los funcionarios encargados
de las distintas dependencias orgánicas de­
sempeñan, además de las funciones anterior­
mente descrita, los cometidos generales que
corresponden a sus puestos, como se dispone
en el boletín ST/SGB/1997/5 del Secretario
General.

El Alto Comisionado tiene a su cargo to­
das las actividades de la Oficina del Alto Co­
misionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos, así como su administra­
ción, y desempeña las funciones que le asig­
naron expresamente la Asamblea General en
su resolución 48/141, del 20 de diciembre de
1993, y diversos órganos normativos en re­
soluciones posteriores; asesora al Secretario
General sobre las políticas de las Naciones
Unidas en materia de derechos humanos; se
encarga de que se preste apoyo sustantivo y
administrativo a los proyectos, actividades.
órganos y organismos del programa de dere­
chos humanos; representa al Secretario Ge­
neral en las reuniones de órganos de derechos
humanos y en otros eventos relacionados con
los derechos humanos, y ejecuta las funcio­
nes especiales que decide encomendarle el
Secretario General.

Adjunto del Alto Comisionado de las Na­
ciones Unidas para los Derechos Humanos
(Subsecretario General). En el desempeño de



sus actividades, el Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Huma­
nos cuenta con la ayuda de un Adjunto que
actúa como oficial encargado en ausencia del
Alto Comisionado. Además, el Adjunto del Alto
Comisionado desempeña las funciones sus
tantivas y administrativas que le encomien­
da el Alto Comisionado. El Adjunto rinde cuen­
tas al Alto Comisionado.

La Oficina Auxiliar del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas para los Derechos Hu­
manos está a cargo de un Jefe que rinde cuen­
tas al Alto Comisionado.

La Sección Administrativa está a cargo de
un Jefe que rinde cuentas al Alto Comisiona­
do. Las principales funciones de la Sección
Administrativa, además de las establecidas en
la sección 7 del boletín sr!SGB!1997!5 del Se­
cretario General, son las siguientes:

al Asesorar al Alto Comisionado sobre las cues­
tiones presupuestarias, financieras y de per­
sonal relacionadas con el programa de derechos
humanos;

b) Prestar asistencia al Alto Comisionado, y al per­
sonal correspondiente, en el desempeño de las
funciones de finanzas, de personal y de admi­
nistración general, y adminislrar los programas
de expertos asociados y pasames.

La Oficina de Nueva York está a cargo de
un Director que rinde cuemas al Alto Comi­
sionado. Las principales funciones de la Ofi­
cina de Nueva York son las siguientes:

a) Representar al Alto Comisionado en la
Sede, en reuniones de órganos normativos,
ante las misiones permanentes de los Estados
Miembros, en reuniones interdepartamenta­
les e interinstirucionales, ante organizaciones
no gubernamentales y grupos profesionales,
en conferencias de medios académicos y ante
los medios de información;
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b) Ofrecer asesoramiemo y hacer reco­
mendaciones al Alto Comisionado en materia
de políticas sobre cuestiones sustamivas;

e) Proporcionar información y asesora­
miento en mareria de derechos humanos a la
Oficina Ejecutiva del Secretario General;

d) Prestar apoyo sustantivo sobre cuestio­
nes de derechos humanos a la Asamblea Gene­
ral, el Consejo Económico y Social y otros
órganos normativos establecidos en Nueva
York;

e) Suministrar material e información a
las misiones permanentes, los departamen­
tos, organismos y programas de las Naciones
Unidas, las organizaciones no gubernamen­
tales, los medios de información y otras emi­
dades relacionadas con el programa de dere­
chos humanos;

f) Prestar apoyo al Alto Comisionado y a
otros funcionarios y a los relatores especiales
y represemantes que estén en misión en Nue­
va York;

g) Desempeñar otros cometidos que de­
termine el Alto Comisionado.

Subdivisión de Investigación y del Dere­
cho al Desarrollo. Está a cargo de un Jefe que
rinde cuentas al Alto Comisionado. Las prin­
cipales funciones de la Subdivisión de Inves­
tigación y del Derecho al Desarrollo son las
siguientes:

a) Promover y proreger el derecho al de­
sarrollo, en particular:

i) Prestando apoyo a los grupos intergu­
bernamentales de expertos en la preparación
de la estrategia para el derecho al desarrollo;

ii) Contribuyendo a analizar los informes
voluntarios presentados por los Estados al
Alto Comisionado sobre los progresos regis­
trados y las medidas adoptadas para hacer
respetar el derecho al desarrollo y sobre las
dificultades encontradas;
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iii) Llevando a cabo proyectos de investi­
gación sobre el derecho al desarrollo y prepa­
rando contribuciones sustantivas para presen­
tarlas a la Asamblea General, la Comisión de
Derechos Humanos y diversos órganos esta­
blecidos en virtud de tratados;

iv) Contribuyendo a la preparación técni­
ca de los proyectos de servicios de asesora­
miento y de material didáctico sobre el dere­
cho al desarrollo;

v) Preparando análisis sustantivos para
el Alto Comisionado y prestando a éste apoyo
sustantivo en el desempeño de su mandato
para aumentar el respaldo al derecho al de­
sarrollo en todo el sistema;

b) Llevar a cabo importantes proyectos
de investigación sobre todas las cuestiones de
derechos humanos que revisten interés para
los organismos de derechos humanos de las
Naciones Unidas, con arreglo a las priorida­
des establecidas en la Declaración y Progra­
ma de Acción de Viena y en las resoluciones
de los órganos normativos;

e) Prestar servicios sustantivos a los órga­
nos de derechos humanos encargados de acti­
vidades relacionadas con el establecimiento
de normas;

d) Preparar documentos, informes o pro­
yectos de informes, resúmenes, síntesis y
documentos de posición en respuesta a soli­
citudes concretas, así como aportaciones sus­
tantivas para preparar material informativo y
publicaciones;

e) Preparar análisis de políticas y ofrecer
asesoramiento y orientación sobre procedi­
mientos sustantivos;

J) Dirigir los servicios de información del
programa de derechos humanos incluidos
el centro de documentación y la biblioteca,
los servicios de consulta y las bases de datos
sobre derechos humanos;

g) Preparar estudios sobre determinados
Artículos de la Carta de las Naciones Unidas
para el Repertorio de la práctica seguida por
los órganos de las Naciones Unidas.

Subdivisión de Servicios de Apoyo. Está
a cargo de un Jefe que rinde cuentas al Alto
Comisionado. Las principales funciones de la
Subdivisión de Servicios de Apoyo son las si­
guientes:

a) Programar y preparar las sesiones y
reuniones de la Comisión de Derechos Huma­
nos, la Subcomisión de Prevención de Discri­
minaciones y Protección a las Minorías y los
grupos de trabajo conexos y de los comités
establecidos por órganos creados en virtud de
tratados de derechos humanos y sus grupos
de trabajo, y prestarles los servicios corres­
pondientes;

b) Garantizar que se preste a tiempo apo­
yo sustantivo al órgano pertinente establecido
en virtud de un tratado de derechos humanos,
utilizando los recursos correspondientes del
programa de derechos humanos;

e) Preparar los informes de los Estados
Partes para que los examine el órgano estable­
cido en virtud de un tratado correspondien­
te y supervisar el seguimiento de las decisio­
nes y recomendaciones;

d) Preparar o coordinar la preparación y
la presentación de todos los documentos sus­
tantivos y de otro tipo y el"apoyo que brindan
otras dependencias de gestión a las activida­
des de los órganos creados en virtud de trata­
dos a los que se prestan servicios, y supervi­
sar el seguimiento de las decisiones adoptadas
en las reuniones de esos órganos;

e) Programar y preparar las sesiones de
las juntas de síndicos de los sigUientes fondos
voluntarios: Fondo de Contribuciones Volun­
rarias de las Naciones Unidas para las Vícti­
mas de la Tortura, Fondo Fiduciario de Contri-



buciones Voluntarias de las Naciones Unidas
para luchar contra las formas contemporá­
neas de la esclavitud, Fondo de contribuciones
voluntarias de las Naciones Unidas para las
poblaciones indígenas y el Fondo de contri­
buciones voluntarias de las Naciones Unidas
para el Decenio Internacional de las Pobla­
ciones Indígenas del Mundo y prestarles los
servicios correspondientes y aplicar las deci­
siones que se adopten en ellas;

f) Tramitar las comunicaciones presenta­
das a los órganos establecidos en virtud de
tratados de conformidad con los procedimien­
tos opcionales y las comunicaciones presenta­
das en virtud de los procedimientos estable­
cidos por el Consejo Económico y Social en
su resolución 1503 (XLVIll), de 27 de mayo de
1970, y encargarse de su seguimiento.

Subdivisión de Actividades y Programas.
Está a cargo de un Jefe que rinde cuentas al
Alto Comisionado. Las principales funciones
de la Subdivisión de Actividades y Programas
son las siguientes:

a) Establecer, ejecutar, supervisar y eva­
luar servicios de asesoramiento y proyectos de
asistencia técnica a solicitud de los gobiernos;

b) Dirigir la gestión del Fondo de Contri­
buciones Voluntarias para la Cooperación Téc­
nica en materia de Derechos Humanos;

e) Ejecutar el Plan de Acción del Decenio
de las Naciones Unidas para la educación en
la esfera de los derechos humanos, entre otras
cosas preparando el material informativo y
pedagógico didáctico correspondiente;

d) Prestar apoyo sustantivo y administra­
tivo a los mecanismos de investigación sobre
derechos humanos, como los relatores espe­
ciales, los representantes, los expertos y los
grupos de trabajo a los que la Comisión de
Derechos Humanos o el Consejo Económico

y Social hayan encomendado encargarse de
la situación concreta en un país o de casos
de violaciones de los derechos humanos en
el mundo entero y el Comité Especial de la
Asamblea General encargado de investigar
las prácticas israelíes que afecten a los dere­
chos humanos del pueblo palestino y otros
habitantes árabes de los territorios ocupados;

e) Preparar y respaldar las misiones y los
equipos destacados sobre el terreno para ve­
lar por el respeto de los derechos humanos y
evaluar su actuación, entre otras cosas, me­
diante la formulación y el establecimiento de
la práctica más adecuada, y de métodos y mo­
delos de procedimiento para todas las activi­
dades de derechos humanos sobre el terreno;

f) Dirigir la gestión de los fondos de
contribuciones voluntarias destinados a los
equipos que se envían sobre el terreno para
velar por el respeto de los derechos humanos.

Datos generales de Mary Robinson l6

Alta Comisionada de las Naciones Unidas
para los Derechos Humanos
(desde el J2 de septiembre de J997)

El 9 de junio de 1997 el Secretario General de
las Naciones Unidas Kofi Annan anunció la
designación de Mary Robinson, Presidenta de
Irlanda, como nueva Alta Comisionada de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos.
Gracias a ello la señora Robinson será la res­
ponsable principal de las actividades de la
Organización en materia de derechos huma­
nos, en particular de la racionalización del me­
canismo de derechos humanos en todo el sis­
tema de las Naciones Unidas y la supervisión
de la Oficina del Alto Comisionado de los De­
rechos Humanos en Ginebra.

La señora Robinson, Presidenta de Irlan­
da desde 1990, tiene una preparación jurídica
excepcional y ha trabajado en el ámbito de



los derechos humanos con la especialización
en derecho constitucional y la legislación euro­
pea en esta materia. Emró en el Colegio de
Abogados de Inglaterra (Middle Temple) en
1973; ha sido miembro de la Comisión Inter­
nacional de Juristas (1987 a 1990) y de la Co­
misión Asesora en todos los Derechos (1984
a 1990).

Entre las numerosas actividades inter­
nacionales relacionadas con los derechos hu­
manos en que ha participado la señora Robin­
son está la de Relatora Especial en la Reunión
interregiona] organizada en 1993 por el Con­
sejo de Europa con el tema de "Los derechos
humanos en los albores del siglo xx¡", como
parte de los preparativos para la Conferen­
cia Mundial de Derechos Humanos celebra­
da en Viena en 1993. La señora Robinson
pronunció el discurso de apertura en la reu­
nión preparatoria del Consejo de Europa para
la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer
celebrada en Beijing.

La señora Robinson fue el primer Jefe de
Estado que visitó Rwanda después del geno­
cidio e hizo otros dos viajes a ese país, el más
reciente para hablar ante la Conferencia Pana­
fricana sobre paz, situación de la mujer y de­
sarrollo. Durante su estancia en Rwanda se
reunió con representantes de organismos so­
bre el terreno, así como observadores de
derechos humanos de las l\Jaciones Unidas,
quienes le proporcionaron información sobre
]a situación.
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Para la Liga Mexicana por la Defensa de los
Derechos Humanos, el Estado de Derecho en

México, permite la violación a los derechos
humanos, respetando ]a ley. Por tal motivo
señala la imperiosa necesidad de aplicar el
derecho internacional de los derechos hu­
manos; eliminar todas las reservas y declara­
ciones interpretativas de los tratados; armo­
nizar la legislación nacional y estatal con
arreglo al derecho internacional de los dere­
chos humanos; y generar mecanismos jurídi­
cos para hacer justiciables los derechos eco­
nómicos, sociales y culturales.

Esperamos que el Congreso de la Unión
continúe fortaleciendo los vínculos con las
ONG y demás sectores sociales en el camino
hacia la conformación de la democracia par­
ticipativa y en el marco de la visita de Mary
Robinson, Alta Comisionada a México, se con­
sideren las siguientes propuestas:

A) Promueva la ratificación y aplicación
de pactos y convenios.

La ratificación de los Protocolos sobre
derechos económicos sociales y culturales de
la ONU.

La ratificación del Protocolo Adicional 11
a los convenios de ginebra, del 12 de agosto
de 1949, relativo a la protección de las vícti­
mas de los conflictos armados, sin carácter
internacional.

Ratificar el protocolo facultativo al pacto
internacional de derechos civiles y políticos
y hacer la declaración prevista en el artículo
22 de la Convención contra la Tortura y otros
tratos y penas crueles inhumanos o degra­
dantes, para permitir el derecho de petiCión
individual al comité de derechos humanos y
al comité contra la tortura respectivamente.

B) Analizar las leyes que violan el Dere­
cho Internacional de los Derechos Humanos,
para lograr su modificación, considerando las
recomendaciones de la ONU y la OEA:



• Miscelánea de reformas penales.
• Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.
• Ley que Establece las Bases para la Coordina-

ción Nacional de Seguridad Pública.
• Fuero militar. Revisar la legislación militar
• Nuevas normas:
• Crear la Ley de la Desaparición forzada de per­

sonas, tipificando el delito como grave
• Derogación de la pena de muerte. artículo 22
• Reforma al articulo 33 constitucional y adap­

tarlo al espinru del artículo 13 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos y anular las reservas
que México interpuso en el momento de firmar el Con­
venio. Establecer que 21 defensor de derechos huma­
nos no es extranjero pernicioso, sino un elemento be­
néfico para la humanidad.

• Defensores de derechos humanos. Promover
acciones legislativas para la promoción de su trabajo y
protección. De tal manera promover la adición de un
apartado "(" al articulo 102 constiLUcional para consi­
derar a las ONG como organizaciones de utilidad pública.

• Reparación de daños. Hacer más pronta y expe­
dita la reparación.

• Ley de amnistía para los presos políticos y de
conciencia en el país.

• Juicio político y sanciones a servidores públi­
cos. Fortalecer el marco jurídico para evitar la
impunidad y el abuso del poder.

E) Impunidad y seguimiento de recomen­
daciones.

F) Eliminación de las jurisprudencias que
violan Derechos Humanos.

G) Analizar la conveniencia de la Instala­
ción en México de una oficina del Alto Comi­
sionado de la ONU para los derechos humanos.

G) Solicitar la cooperación técnica del Alto
Comisionado para los Derechos Humanos
para fortalecer el sistema de defensoría de
oficio.

J) Solicitar al gobierno de México y al Alto
Comisionado que se brinde apoyo y asisten­
cia técnica a ONG.

K) En relación con la Corte Internacional
Penal, cuya creación fue aprobada el 18 de
julio de 1998 en la ciudad de Roma, Italia, en

la Conferencia de Plenipotenciarios, convoca­
da por la Asamblea General de las Naciones
Unidas, se inste al gobierno de México a que
ratifique el Estatuto de dicha Corte.
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